STJSL-S.J. – S.D. Nº 090/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintidós días de octubre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “VILLEGAS, MATÍAS DANIEL c/ DIASER S.A. INMOBILIARIA s/ COBRO DE PESOS – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 195002/10.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C.C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que a fs. 297, la parte actora interpuso recurso de casación contra sentencia definitiva R. L. LABORAL Nº 44/14 de fecha 13/05/2014, obrante a fs. 286/292, dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, que hizo lugar a la apelación deducida por la demandada, revocó parcialmente la sentencia de primera instancia fallada por la Juez del Juzgado Laboral Nº 2 de igual Circunscripción, obrante a fs. 243/244vta., de fecha 19/06/2012, y en consecuencia rechazó los rubros: integración de mes de despido, indemnización por preaviso y SAC de preaviso, indemnización por antigüedad y art. 2 de la ley N° 25.323; en consecuencia, también modificó la imposición de costas redistribuyéndolas en un 70% a la actora y en un 30% a la demandada.

Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados a fs.300/303vta.

Que, en los aludidos fundamentos, luego de relatar los antecedentes del caso, el recurrente pretendió fundar la vía recursiva en el inciso a) del artículo 287 del CPC y C, por haberse dejado de aplicar “…la regla legal expresamente establecida por los arts. 59 de la Constitución de la Provincia y 9 de la LCT…”, según dijo (ver fs. 301).-

Al respecto expresó que: “…para justificar la medida extintiva adoptada por la Principal (patronal) encuadrándola como justa causa, la Excma. Cámara (…) ha debido otorgar validez probatoria decisiva a los dichos de un empleado jerárquico de la demandada, apoyado en otro testimonio, también de directivo jerárquico, quién atribuye sus dichos a la supuesta confesión del trabajador…”, y valoró que la Cámara al ignorar “…el déficit objetivo que presentan estos relatos, por la condición jerárquica de los mismos y especialmente, por las circunstancias de tiempo y lugar (…) el fundamento dado al fallo no supera la inconsistencia insalvable que existe entre los testimonios y el régimen vigente de seguridad en la Empresa a cargo de Personal Policial en actividad…” (vide fs. 301vta. 1° párrafo, enfatizado propio del texto transcrito).

Para fundar las afirmaciones vertidas en el párrafo precedente, dedicó un capítulo que tituló III.- LAS INCONSISTENCIAS EN EL ANÁLISIS DE LA PRUEBA, a lo largo del cual, en los 10 incisos que expuso, hizo una crítica valorativa sobre la cuestión fáctica y probatoria, en torno del acaecimiento del hecho disruptivo de la relación laboral invocado por la demandada y tenido como debidamente acaecido por la Cámara.

Tales discrepancias sobre la acreditación del hecho en cuestión, tal como lo ha considerado la Cámara, las continuó en el capítulo siguiente que denominó IV.- LOS HECHOS PROBADOS Y ADQUIRIDOS PARA EL PROCESO, en el que conjeturó que si el trabajador hubiera sido sorprendido en intento de sustraer la bolsa de maní (hecho que ocasionó que en el despido se invocara pérdida de confianza), debería haber un acta policial que haya registrado tal circunstancia, pues el hecho ocurrió en la guardia. Agregó que el análisis de la prueba al menos deja una situación de duda razonable para aplicar las disposiciones que dice que la Cámara soslayó (arts. 9 de la LCT y 59 de la Constitución Provincial).

2) Que ordenado y corrido el traslado de ley, la demandada contestó a fs. 316/318vta., escrito en el que solicitó el rechazo del recurso de casación, con especial imposición de costas.

3) Que a fs. 339/341vta., se pronunció el Sr. Procurador General por la improcedencia formal del recurso, por no haberse dado cumplimiento a lo establecido en art. 287 del CPC y C, por las razones que expuso y que en honor de brevedad tengo por reproducidas.

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que, el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente. Asimismo se observa que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, por revestir la calidad de empleado o trabajador. 
Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc. b) del CPC y C, “debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado, y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, pues en caso contrario el recurso deducido no podría prosperar”. (STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – DyP – Recurso de Casación). 
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (…). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÍMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación”.- 
2) Del análisis medular de la exposición recursiva, que pretende encontrar cuadratura en el inciso a) del artículo 287 de la ley de procedimiento, resulta que el remedio recursivo no puede prosperar, pues como sostuvo el Procurador General en su dictamen, no surgen, de la fundamentación casatoria, circunstancias que demuestren la aplicación errónea de una ley, o la interpretación errónea de una norma legal, lo que impide la admisión de la casación a tenor de lo imperado por el art. 287 del Código Procesal.

El rechazo del recurso que de consuno propicio con el Procurador General, se basa en la ausencia del motivo causal de casación tal como ha sido pretendido, básicamente por dos razones que confluyen, a saber: 

a) El recurso de casación no tiene por objeto el reexamen de la cuestión fáctica –hecho y prueba- tal como ha sido propuesto por el casacionista en los puntos III) y IV) del escrito de fundamentación, sino que el examen nomofiláctico debe versar sobre la aplicación o interpretación de la disposición jurídica que se debe formular con toda especificidad, y en tal faena el Tribunal que debe resolver tal intento recursivo debe “tomar”, -aprehender- los hechos tal cual vienen incorporados al proceso, sin que, en ese primer análisis exegético pueda cambiarse la plataforma fáctica incorporada en las instancias de conocimiento ordinario.

En tal sentido el Superior Tribunal ha sostenido invariablemente que “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio” (Cfr. STJSL Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW y ASOC. S.A. y OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).

Ello es así porque el presente remedio no está destinado a la revisión de cualquier sentencia que pueda resultar injusta, sino a aquellas cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyéndose del ámbito del recurso, el posible error en la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio.

b) En segundo término y con respecto al indubio pro operario, que debe actuarse en caso de duda, de la atenta lectura de la pieza de segunda instancia criticada, no se observa que los camaristas se hayan encontrado ante una situación dudosa (fáctica o normativa), cuya resolución imponga la aplicación de la mentada garantía. Al contrario, de la lectura de la pieza de fs. 286/292 (de fecha 13/05/14) surge indubitable que para los Camaristas, la solución jurídica es la propuesta por el Juez que votó en primer término, criterio que suscitó la unanimidad adhesiva de todos los miembros.

En efecto, tal pieza luce provista de una lógica argumental sólida, suficiente para sostener fundadamente la decisión en la que concluye. Allí se ha analizado con detalle la prueba pertinente y se han dado las razones de los criterios utilizados para cribarla axiológicamente, fundados en jurisprudencia de tribunales especializados.

También se puede afirmar en defensa de la juridicidad de la sentencia de la alzada, que no se advierten vicios de absurdidad o arbitrariedad, ni errores de patencia ni excesos rituales que la descalifiquen y pongan en jaque su justicia.

En consecuencia, en atención a las consideraciones precedentes, el ataque recursivo debe rechazarse.

Por lo expuesto VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-
                                                                                                                         ///…

///…
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Costas al recurrente vencido, art. 68 (CPC y C).- ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación: 

San Luis, octubre veintidós de dos mil quince.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado.
II) Costas al recurrente vencido, art. 68 (CPC y C).
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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